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RESUMEN
El presente trabajo tiene por objetivo principal precisar si es posible identificar 
algunos elementos que permitan objetivar la determinación y distribución 
de los alimentos entre los descendientes en la legislación chilena. El método 
empleado ha sido examinar lo que ocurre en el derecho español y en el de-
recho francés, ordenamientos con una reglamentación similar a la nuestra en 
la materia. El resultado principal ha sido establecer si los criterios que se han 
utilizado para objetivar la cuantía de la obligación alimenticia en tales ordena-
mientos son aplicables en nuestro país.
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ABSTRACT
The present work has as its main goal to specify if it is possible to identify 
several elements that may allow to objectivize the determination and distri-
bution of the legal support among the descendent in the Chilean law. The 
method that has been used is to examine the situation within the Spanish and 
French laws, due to its similarities to the Chilean law in this matter. The main 
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result has been to stablish if the criteria that have been used to objectivize the 
amount of the legal support in those Laws are applicable in our country.

KEYWORDS
Legal support • determination and distribution of the legal support • objecti-
vation • proportional criteria • scales.

I. Introducción

La determinación y distribución de los alimentos que han de abonarse a 
los alimentarios en los procesos de familia constituye la principal cuestión 
controvertida en la mayoría de los litigios, unas veces de forma directa 
y otras disimulada por la disputa sobre el cuidado de los hijos e hijas y, 
por ende, es quizás el principal obstáculo para que las partes alcancen un 
acuerdo en la mediación previa y obligatoria.

La reglamentación legal en torno a la determinación y distribución 
de los alimentos a los descendientes es bastante parca: la ley establece el 
parámetro de la proporcionalidad (artículo 326 inciso segundo del Có-
digo Civil), así como el límite máximo (artículo 7 Ley 14908) y mínimo 
(artículo 3 inciso segundo, Ley 14908) de una pensión de alimentos, y 
su mutabilidad por circunstancias sobrevenidas (artículo 332 del Código 
Civil). Sin embargo, la praxis judicial y la doctrina evidencian la ausencia 
de criterios precisos y objetivos que puedan ser considerados al momento 
de decidir el caso concreto.

Esta ausencia de criterios precisos y objetivos genera incertidumbre 
jurídica, pues los justiciables carecen de parámetros que les permitan 
anticipar sus expectativas y poder llegar a alguna solución colaborativa, 
cuestión que los motiva a prolongar el juicio lo más posible con tal de 
ver satisfechas sus pretensiones, lo que, como puede advertirse, constituye 
uno de los factores que genera una sobrecarga de trabajo de los tribunales 
de familia.

El problema reseñado se ve incrementado si se advierte que, conforme 
lo ha sostenido nuestra jurisprudencia1, la fijación de la distribución de la 
pensión alimenticia y la determinación de los gastos que se incluyen en 
ella corresponden a cuestiones de hecho; por tanto, deben ser establecidas 
por los tribunales de instancia y, por lo mismo, escapan al control del 
tribunal de casación, a menos que se hayan vulnerado las disposiciones re-

1   En este sentido se puede mencionar, por ejemplo, la sentencia de la Corte Suprema, 
29 de julio de 2010, rol 3681-2010, cuyo considerando octavo señala, en la parte pertinen-
te, que «la regulación de la cuantía de los alimentos corresponde a una cuestión entregada pru-
dencialmente a los jueces de la instancia, quienes son soberanos en su determinación, debiendo, 
siempre, sujetarse a los elementos y exigencias que establece la ley».
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lativas al sistema valorativo de la sana crítica. Esto se traduce en que, en la 
práctica, la Corte Suprema no podrá uniformar los criterios que permitan 
determinar la distribución de la pensión alimenticia entre los descendien-
tes, a través del control de casación.

En este contexto, resulta necesario mirar qué es lo que ocurre en otros 
países que, teniendo una reglamentación como la nuestra y, por lo mismo, 
enfrentados a problemas similares a los que hemos señalado, han recurri-
do a ciertos criterios para los efectos de objetivar la distribución de los 
alimentos entre los descendientes; por tal razón, en el presente trabajo se 
examinarán las soluciones que se han esbozado en España y Francia, y se 
analizará si son o no aplicables en nuestro país.

Para tales efectos, se revisarán algunas cuestiones generales de la deter-
minación de la obligación alimenticia en Chile, para luego examinar dos 
soluciones que se han planteado en los países galo y español: el criterio 
de proporcionalidad y la utilización de tablas de referencia, para finalizar 
analizando si tales soluciones objetivadoras propuestas en dichos países 
podrían tener aplicación en el nuestro. Lo anterior no significa que sean 
los únicos criterios objetivadores, pero se ha optado por examinarlos, 
atendidas las características del ordenamiento jurídico chileno.

II. Cuestiones generales en torno a la determinación  
de la obligación alimenticia

La obligación alimenticia ha sido definida como «el deber impuesto por la 
ley a determinadas personas de proporcionar alimentos a otras, también 
determinadas, cuando concurren ciertas circunstancias»2.

Una de las más importantes clasificaciones de los alimentos es la que 
los distingue atendiendo a su fuente; de esta manera, podemos identificar 
a los alimentos voluntarios y a los legales. Los primeros emanan de la 
voluntad de las partes o de la declaración unilateral de voluntad de una 
de ellas, mientras que los segundos son los que establece la ley, es decir, 
aquellos en los que la ley señala a qué personas corresponden por tener un 
título legal para exigirlos3.

Uno de los aspectos que más problemas genera en la práctica corres-
ponde a la determinación de la cuantía de los alimentos legales. Para es-
tos efectos, se hace necesario considerar dos factores: el artículo 330 del 
Código Civil exige el estado de necesidad del alimentario, mientras que 
el artículo 329 del mismo cuerpo legal exige los medios del alimentante.

2   Vodanovic Haklicka (2024), p. 29.
3   Jarufe Contreras (2016), p. 581.
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Tratándose de las necesidades del alimentario, la primera de las dispo-
siciones legales establece que los alimentos se deben en la parte en la que 
los medios de subsistencia de aquel no le alcancen para subsistir de un 
modo correspondiente a su posición social. A partir de lo señalado en esta 
disposición, Jarufe Contreras sostiene que habrá necesidad del alimentario 
no solamente cuando carezca de medios económicos, sino que, además, 
cuando no esté en condiciones de procurárselos por sí mismo4. Por su 
parte, Vodanovic Haklicka advierte que el alimentario también se encon-
trará en estado de necesidad si, contando con ciertos medios económicos, 
estos resultan ser insuficientes para subsistir adecuadamente de un modo 
correspondiente a su posición social5.

Por su parte, a juicio de Garrido Chacana, este requisito debe interpre-
tarse en armonía con los medios del alimentante, pues lo que reste a este, 
una vez satisfecha la obligación alimenticia, debe también permitirle satis-
facer sus propias necesidades6. Agrega que, entre los medios de subsisten-
cia del alimentario, también debe considerarse su capacidad de trabajo7. 
Finalmente, plantea que, si el alimentario tiene bienes productivos, estos 
deben ser considerados en la determinación de sus necesidades8.

Ahora bien, la Ley 21484 reformó el artículo 323 del Código Civil, de 
manera que el inciso primero de esta disposición, con su redacción actual, 
establece que los alimentos deben habilitar al alimentario para subsistir 
adecuadamente, resguardando el interés superior, la autonomía progre-
siva y el desarrollo integral del niño, niña o adolescente. Dado que esta 
disposición resulta contradictoria con el artículo 330 del mismo cuerpo 
legal —toda vez que surge la pregunta de si los alimentos deben permitir 
al alimentario subsistir de un modo correspondiente a su posición social, o 
si deben permitirle hacerlo de forma adecuada— aplicando el criterio cro-
nológico entendemos que debe prevalecer el artículo 323 del Código Civil, 
en tanto la redacción actual de esta disposición fue dada por la Ley 21484, 
esto es, por una ley posterior. A mayor abundamiento, aplicando el cri-

4   Jarufe Contreras (2016), pp. 583-584.
5   Vodanovic Haklicka (2024), p. 66.
6   Garrido Chacana (2020), p. 259.
7   Garrido Chacana (2020), p. 262. En este sentido, precisa que «los alimentos no 

pueden ser un medio de liberarse de la dura ley del trabajo; otra cosa sería fomentar la 
pereza y el ocio. El juez debe desechar, pues, la demanda de quien no esté impedido para 
trabajar y no lo hace».

8   Garrido Chacana (2020), p. 262. El autor detalla que «el juez considerará la po-
sibilidad de que estos bienes se conviertan en otros que permitan a su dueño subsistir, 
porque no es lógico que, por esta circunstancia, pueda cargar sobre otro la satisfacción de 
sus necesidades».
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terio de especialidad, entendemos que el artículo 323 tiene un ámbito de 
aplicación más reducido que el artículo 330: aquel solo se aplicará cuando 
el alimentario sea niño, niña o adolescente; tratándose de cualquier otro 
alimentario, se aplicará el artículo 330 del Código Civil. Las razones que 
nos permiten llegar a esta conclusión se basan en la redacción actual del 
artículo 323, que emplea las expresiones «interés superior», «autonomía 
progresiva y desarrollo integral del niño, niña o adolescente», las que solo 
se aplican cuando el alimentario tenga alguna de estas calidades, pero, si 
no las tiene, se aplicará el artículo 330 del Código Civil.

Por otro lado, tratándose de los medios del alimentante, el artículo 
329 del Código Civil establece que, en la tasación de los alimentos, el juez 
debe considerar las facultades del alimentante y sus circunstancias domés-
ticas. De ahí que Jarufe Contreras señale que el alimentante debe poder 
estar en condiciones de proporcionar alimentos9.

Las facultades del alimentante han sido entendidas como los recursos 
pecuniarios con los que cuenta, vinculándose más con sus ganancias o 
rentas, que con su capital10, mientras que sus circunstancias domésticas 
son sus gastos y cargas que tiene que soportar para la satisfacción de sus 
propias necesidades y de su familia11, dentro de las cuales se comprenden 
los gastos por cuentas de servicios básicos, pagos de dividendos o rentas 
de arrendamiento del inmueble que sirve de residencia principal de la 
familia, gastos de movilización, educación y salud, tanto del propio ali-
mentante como de su grupo familiar actual y las deudas alimenticias que 
tenga con otros alimentarios12.

Sin perjuicio de lo señalado, también es importante tener presente lo 
dispuesto en el artículo 230 de nuestro Código Civil, toda vez que esta 
disposición establece, en su inciso primero, que los gastos de educación, 
crianza y establecimiento de los hijos son de cargo de la sociedad conyu-
gal, de conformidad con las reglas que rigen este régimen patrimonial del 
matrimonio; si no la hubiere, ya sea porque los progenitores están casa-
dos bajo régimen de separación total de bienes o de participación en los 

9   Jarufe Contreras (2016), p. 585. Este planteamiento permite explicar la reforma 
introducida por la Ley 21484 de 2022 al inciso final del artículo 3 de la Ley 14908, en 
orden a establecer como excepción a la obligación alimenticia que recae sobre los abuelos 
cuando existe incumplimiento o insuficiencia por parte de los progenitores, en caso de 
que la única fuente de ingreso de aquellos corresponda a una pensión de vejez, invalidez 
o sobrevivencia.

10   Vodanovic Haklicka (2024), pp. 77-78.
11   Vodanovic Haklicka (2024), p. 78.
12   Garrido Chacana (2020), p. 274.
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gananciales, o bien porque no están casados (lo que incluye el caso de los 
progenitores que se encuentran unidos por un acuerdo de unión civil), 
los progenitores contribuirán en proporción a sus respectivas facultades 
económicas. Pese a que esta disposición no se refiere a alimentos, Garrido 
Chacana entiende que la crianza los contempla13.

Los tribunales han entendido este criterio de proporcionalidad de 
manera diferente; así, es posible encontrar sentencias en las cuales se ha 
establecido que los progenitores deben contribuir por partes iguales a sa-
tisfacer las necesidades de sus hijos e hijas14, mientras que en otras se ha 
reconocido que esa contribución no es igualitaria, sino que debe estable-
cerse en proporción a sus facultades económicas, atendido el deber de 
corresponsabilidad15.

En este orden de cosas, surge la pregunta de si el deber de crianza y la 
obligación alimenticia son figuras jurídicas distintas o si se trata de una 
misma figura, solo que la primera aparece vinculada a progenitores e hijos 
e hijas, mientras que la segunda tiene un alcance general. De razonarse en 
este segundo sentido, es posible relacionar el deber de crianza con el deber 
de manutención del Código francés, conforme se examinará más adelante.

En nuestro concepto, el deber de crianza y la obligación alimenticia co-
rresponden a dos modalidades de la misma obligación. En efecto, resulta 
evidente que los progenitores deben propender a la manutención de sus 
hijos e hijas, pero ese deber se cumple de manera distinta dependiendo de 
si los hijos e hijas viven en el mismo hogar que sus progenitores o si viven 
separados. De este modo, en el primer caso, el deber de crianza incluye 
proporcionar los alimentos para aquellos, deber que se cumple de manera 
espontánea e inadvertida, pues los progenitores, en general, compran lo 
necesario para la sustentación de la familia común sin detenerse a precisar 
cuánto se está gastando en cada uno de sus hijos e hijas, y lo mismo pasa 
cuando se pagan las cuentas por consumos básicos.

En cambio, si las hijas o hijos viven separados de sus progenitores, ya 
sea porque estos viven separados y se ha fijado un cuidado personal indivi-

13   GarridoChacana (2020), p. 189.
14   Corte de Apelaciones de Rancagua, 13 de mayo de 2022, rol 707-2021 (consideran-

do octavo). En el mismo sentido, Corte de Apelaciones de Antofagasta, 2 de febrero de 
2022, rol 404-2021, aunque después agrega que «sin embargo, disminuye el monto en base 
a la equidad debido a que el alimentante tiene otras cargas a las que dar pensión» (conside-
rando octavo).

15   Corte Suprema, 8 de agosto de 2023, rol 141524-2022, y Corte Suprema, 27 de junio 
de 2023, rol 147710-2022. En una línea similar, la Corte de Apelaciones de Antofagasta, 2 
de mayo de 2022, rol 634-2021, sostiene que «el padre debe asumir una mayor proporción 
de los gastos del hijo por duplicar sus ingresos a los de la madre» (considerando undécimo).
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dual, o porque se ha atribuido el cuidado personal a un tercero, o incluso 
si se ha pactado un cuidado personal compartido16, el progenitor que no 
esté conviviendo con el hijo o hija deberá pagar una pensión alimenticia, 
que se suele fijar en una suma única de dinero o en la adquisición de ele-
mentos específicos, como uniformes, útiles escolares, ropa, etcétera.

Como puede advertirse, los textos legales examinados están redacta-
dos en términos muy amplios, observándose una ausencia de elementos 
objetivadores en la determinación y distribución de los alimentos entre 
los descendientes, lo que abre el campo a la discrecionalidad judicial, ya 
que los tribunales de familia cuentan con un amplio espectro para fijar los 
alimentos en un caso concreto.

Con el propósito de limitar esa discrecionalidad, se examinarán a con-
tinuación las soluciones objetivadoras que existen en los ordenamientos 
español y francés, para luego determinar si tales soluciones objetivadoras 
serían o no aplicables en Chile. Tal como se señaló en la introducción de 
este trabajo, la opción de analizar estos criterios objetivadores no implica 
descartar la existencia de otros, sino que la adopción de esta decisión se 
funda en que tales criterios aparecen como más oportunos, atendiendo las 
características del ordenamiento jurídico chileno.

III. Primera solución objetivadora:  
el criterio de proporcionalidad

Tanto el artículo 230 como el artículo 326 del Código Civil hacen refe-
rencia al criterio de proporcionalidad. En efecto, el inciso segundo del 
artículo 326 establece que, tratándose de ascendientes o descendientes de 
un mismo grado, así como también entre varios obligados por un mismo 
título, el juez distribuirá la obligación en proporción a sus facultades y, 
habiendo varios alimentarios respecto de un mismo deudor, el juez distri-
buirá los alimentos en proporción a las necesidades de aquellos.

En esta misma línea, el artículo 7 de la Ley 1490817 establece, en su 
inciso primero, que, en los casos excepcionales en los que se fije una pen-
sión alimenticia por sobre el límite del cincuenta por ciento de las rentas 
del alimentante, el tribunal debe velar por que se conserve un reparto 
equitativo en los aportes del alimentante demandado para con todos los 
alimentarios a quienes tiene el deber de proveer alimentos; la expresión 
«reparto equitativo» evoca la misma idea de proporcionalidad.

16   Illanes Valdés (2021), p. 108.
17   Chile, Ley 14908.
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A partir de lo señalado, la proporcionalidad a que aluden las disposi-
ciones legales (y salvo el caso en que los progenitores estén casados bajo 
régimen de sociedad conyugal), necesariamente debe examinarse tanto en 
lo que se refiere a los alimentantes como a los alimentarios18.

Tratándose de los alimentantes, la proporcionalidad pareciera indicar 
que, si los progenitores cuentan con distintos medios, el cálculo de lo que 
debe proveer cada uno será directamente proporcional a sus respectivos 
medios. Por ejemplo, si el progenitor uno tiene medios por seiscientos y el 
progenitor dos tiene medios por trescientos, el primero deberá contribuir 
con los dos tercios y el segundo solo con un tercio a satisfacer las necesi-
dades del alimentario o alimentaria.

En el caso de los alimentarios, la proporcionalidad pareciera indicar 
que, si el alimentante tiene dos o más hijos o hijas, los alimentos debieran 
distribuirse entre ellos de manera directamente proporcional a las necesi-
dades de aquellos. Por ejemplo, si el alimentante dispone de mil y el hijo 
uno tiene necesidades por ochocientos y el hijo dos tiene necesidades por 
mil doscientos, dicho progenitor concurrirá a pagar cuatrocientos al hijo 
uno y seiscientos al hijo dos.

El problema, como podrá advertirse, es que la proporcionalidad fun-
ciona muy bien cuando el análisis se hace por separado, pero, ¿qué ocurre 
si ahora el análisis se hace de manera conjunta?, ¿cómo se aplica, en tales 
casos, la proporcionalidad? Dado que la doctrina nacional no se ha pro-
nunciado expresamente en torno a estos problemas, examinaremos qué 
ha dicho la doctrina foránea, particularmente la española y la francesa, en 
torno al criterio de la proporcionalidad, pues tales reflexiones podrían ser 
aplicables en nuestro país.

1. El criterio de proporcionalidad en España

En España, el criterio de proporcionalidad se encuentra establecido en el 
artículo 146 del Código Civil de dicho país19, el cual dispone: «La cuantía 
de los alimentos será proporcionada al caudal o medios de quien los da y a las 
necesidades de quien los recibe».

18   En España, Sánchez Alonso plantea que debe observarse el criterio de la proporcio-
nalidad en un doble sentido: por una parte, en relación con las necesidades del alimen-
tario respecto de los medios y posibilidades económicas del alimentante y, por otra, a la 
posibilidad de cada uno de los progenitores obligados a contribuir a los gastos y necesi-
dades de los descendientes comunes en relación con el otro obligado. Sánchez Alonso 
(2016), pp. 653-654.

19   España, Código Civil.
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El problema que genera el referirse a la proporcionalidad es que, como 
explica Tortajada Chardí, esta expresión alude a una relación o correspon-
dencia entre magnitudes que existe o que se establece convencionalmente, 
por lo que resulta muy difícil hablar de proporcionalidad sin que exista 
un factor de proporcionalidad o regla que determine cuál es la correlación 
que ha de darse entre dos términos de la comparación: caudal, medios y 
necesidades, por lo que, previamente, es necesario que se haya consensua-
do o impuesto el modelo de la relación debida o canon entre las magnitu-
des que se comparan.

Por lo tanto, si no existe un canon, en rigor no cabe hablar de propor-
ción y por ello prefiere emplear la expresión «juicio de equidad»20. Esa ex-
presión, que Pérez Martín denomina «juicio de ponderación» en atención 
a las circunstancias del caso, contempla que este juicio de equidad nos 
lleva irremediablemente a la discrecionalidad de los tribunales a la hora 
de fijar la cuantía de la pensión alimenticia, con la consecuencia de que 
la proporción puede que no sea la misma para todos los jueces y juezas y 
existan elementos intrínsecos en cada tribunal para llegar a una conclusión 
al momento de fijar la cuantía de la pensión21.

En esta misma línea, al interpretar el artículo 146 del Código español, 
Pérez Martín sostiene que se presenta un problema porque se establece 
una proporción en relación con dos magnitudes diferentes (necesidades de 
los hijos e hijas y caudal y medios de los progenitores), pero sin precisar en 
ningún momento el índice de proporcionalidad. Si las necesidades de los 
hijos e hijas tienen que ser proporcionales a la capacidad económica de los 
progenitores, no es posible recurrir a una simple regla de tres, ya que esta 
solo puede ser aplicada si las necesidades de los hijos e hijas fuesen inde-
pendientes de la capacidad económica de los progenitores. Además, como 
la atención directa de los hijos e hijas y la utilización de la vivienda son dos 
formas de prestar alimentos, el hecho de conocer los ingresos de los proge-
nitores no sería suficiente tampoco para aplicar una fórmula matemática, 
pues se debería cuantificar económicamente esta prestación in natura22.

Agrega que el problema que surge es que, al utilizarse el juicio de equi-
dad o ponderación, nos encontraremos con que en las resoluciones de los 
tribunales españoles, más allá de enumerar las necesidades de los hijos e 
hijas y de reseñar los ingresos de los progenitores, no se incluyen las ra-
zones que han llevado a concluir que la cuantía de la pensión alimenticia 
cumple con el criterio de proporcionalidad establecido en el artículo 146 

20   Tortajada Chardí (2023), p. 65.
21   Pérez Martín (2022), pp. 251-252.
22   Pérez Martín (2022), p. 250.
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del Código Civil español. Esto ha facilitado la interposición de recursos de 
apelación en contra de las sentencias dictadas por los tribunales de familia, 
por falta de motivación, entendiendo por tal la sentencia que prescinde 
de cualquier criterio que permita entender cómo se procede al cálculo de 
las cuantías para determinar la cifra final en que se establece la pensión 
alimenticia mensual. En otras palabras, cuando el fallo no explica el proce-
dimiento o razonamiento seguido para arribar al monto fijado, se priva al 
recurrente de comprender las razones que justifican la imposición de una 
determinada suma y, por consiguiente, de cuestionar fundadamente la 
corrección del cálculo efectuado. Este defecto suele proyectarse, además, 
sobre la sentencia de segunda instancia cuando esta se limita a confirmar 
la decisión recurrida sin subsanar dicha insuficiencia.23.

En esta línea, Tortajada Chardí plantea que, en la aplicación del prin-
cipio de proporcionalidad entre los obligados a cumplir la obligación ali-
menticia, como esta es simplemente conjunta y no solidaria, debe distri-
buirse entre los progenitores en proporción a sus recursos económicos y 
posibilidades, pero también proporcionalmente entre las necesidades de 
los alimentarios. De esta manera, la necesidad del alimentario debe po-
nerse en relación con el patrimonio del alimentante, cuya apreciación de 
proporcionalidad viene atribuida al prudente criterio del Tribunal. Esta 
relación de proporcionalidad queda difuminada en el margen de cober-
tura de las necesidades del alimentario, integrantes del llamado mínimo 
vital o mínimo imprescindible para el desarrollo de la existencia de los 
niños, niñas y adolescentes en condiciones de suficiencia y dignidad a los 
efectos de garantizar, al menos, y en la medida de lo posible, un mínimo 
desarrollo físico, intelectual y emocional al que deben coadyuvar ambos 
progenitores, debido a las obligaciones asumidas por ellos, por su condi-
ción de tal, y no solo por el padre24.

En el mismo sentido, Tena Piazuelo sostiene que este mínimo vital o 
mínimo existencial no solo se aplica a los hijos e hijas menores alimenta-
rios, sino que también a los progenitores alimentantes. La jurisprudencia 
española ha concluido que la satisfacción de las necesidades de los hijos 
e hijas menores de edad han de prevalecer por sobre la satisfacción de las 
propias necesidades de los progenitores, que han de sacrificarlas a favor de 
las de aquellos, sin que para ello sea obstáculo la situación de desempleo 
del progenitor alimentante25.

23   Pérez Martín (2022), p. 252.
24   Tortajada Chardí (2023), p. 67.
25   Tena Piazuelo (2015), pp. 128-131.
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Ahora bien, al explicar el principio de proporcionalidad, señala que 
hay que adoptar ambos puntos de vista: la necesidad de recibir y la posibi-
lidad de dar, y dentro de cada posición debe tomarse una referencia máxi-
ma y otra de mínimos. Agrega que, si bien los límites máximos carecen de 
importancia, no ocurre lo mismo con los mínimos, toda vez que no solo 
se trata de atender a la subsistencia de los alimentarios, sino que también, 
cuando se trata de la prestación de alimentos a los hijos e hijas menores 
de edad, los progenitores deben hacerlos partícipes del nivel de vida que 
su situación económica permita a la unidad familiar, aplicando siempre el 
principio del favor filii26.

2. El criterio de proporcionalidad en Francia

En Francia existe un régimen común para la obligación alimenticia, cuya 
determinación está reglamentada en los artículos 208 a 211 del Código27.

La primera de estas disposiciones también consagra la idea de propor-
ción28. Tal como ocurre en el sistema español, en Francia, Bénabent sos-
tiene que la pensión alimenticia se fija en consideración a dos elementos 
que son variables y que constituyen sus parámetros: de una parte, el estado 
de necesidad del acreedor y, de la otra, los recursos de los que dispone el 
deudor29.

En relación con el estado de necesidad del alimentario, este puede de-
mandar la satisfacción de todo aquello necesario para su vida: alimenta-
ción, habitación, gastos relativos a la habitación, vestimenta, medicamen-
tos, gastos médicos, etcétera. El alimentario debe demostrar su estado de 
necesidad, para lo cual se debe tomar en cuenta su ingreso global, aunque la 
jurisprudencia de ese país ha matizado esta idea en cuanto a tomar en con-
sideración el capital: en principio el alimentario no está obligado a enajenar 
sus bienes inmuebles para procurarse medios de vida, pero sí se toman en 
consideración los ingresos que genera una buena gestión que procuraría el 
capital. Como se consideran todos sus ingresos, también se comprenden 

26   Tena Piazuelo (2015), pp. 126-128.
27   Francia, Código Civil.
28   Artículo 208 del Código: «Les aliments ne sont accordés que dans la proportion du 

besoin de celui qui les réclame, et de la fortune de celui qui le doit. Le juge peut, même d’office, 
et selon les circonstances de l’espèce, assortir la pension alimentaire d’une clause de variation 
permise par les lois en vigueur», esto es, los alimentos se impondrán exclusivamente en pro-
porción a las necesidades de aquel que los reclama y de la fortuna de aquel que los debe. 
El juez podrá, incluso de oficio, y según las circunstancias del caso, agregar a la pensión 
alimenticia una cláusula de variación permitida por las leyes vigentes (traducción libre).

29   Bénabent (2014), p. 500.
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los de las personas que viven en el hogar del deudor. Además, se toman 
en cuenta las circunstancias familiares, como la obligación de solventar las 
necesidades de un hijo o hija mayor en situación de discapacidad30. Cabe 
tener presente que el demandante no se puede beneficiar de los alimentos 
si su estado de necesidad se debe a su propia culpa31.

Por otro lado, al considerarse los recursos del deudor, se requiere que 
este disponga de los medios financieros necesarios. Sus recursos serán en-
tonces evaluados a igual título que aquellos del alimentario. Dentro de los 
recursos que se toman en cuenta figuran los bienes intangibles y los ingre-
sos del concubino del deudor que aumenten aquellos. De igual forma, el 
concubinato de un deudor de alimentos debe ser tomado en cuenta en vis-
ta de sus cargas. Así, el alimentante solo es condenado a pagar una pensión 
alimenticia si, después de haber hecho frente a sus propias necesidades y a 
la de los miembros de su familia que están a su cargo, dispone de recursos 
suplementarios32. Sin embargo, el juez debe tomar en cuenta, además, las 
posibilidades de obtener ganancias, la edad y el estado de salud33.

Batteur agrega que la apreciación de los recursos es una cuestión de 
hecho que corresponde determinar a los tribunales de la instancia34, por lo 
que Terré y Fenouillet explican que se trata de una materia de apreciación 
soberana por parte de los tribunales, en tanto ellos deciden si una obliga-
ción alimenticia es debida, y determinan su monto tomando en conside-
ración la situación de fortuna de las partes a la fecha de su decisión35.

Sin perjuicio de lo anterior, también existe el deber de manutención 
para los progenitores respecto de sus hijos e hijas menores de edad; se trata 
de la forma parental de la obligación alimenticia36 y se encuentra consagra-
do en el artículo 371-2 del Código37. Como explica Bénabent, entre todos 

30   Batteur (2003), p. 450.
31   Binet (2024), p. 611.
32   En este sentido, Garrigue y Deschamps sostienen que sería absurdo que, para obli-

gar a un individuo a proporcionar ayuda a un familiar cercano, deba desprenderse de los 
recursos que le permitan proveer a su subsistencia. Garrigue y Deschamps (2023), p. 
673.

33   Batteur (2003), p. 451.
34   Batteur (2003), p. 451.
35   Terré y Fenouillet (2011), p. 34.
36   Cornu (2006), p. 209.
37   Francia, Código Civil, artículo 371-2: «Chacun des parents contribue à l’entretien et 

à l’éducation des enfants à proportion de ses ressources, de celles de l’autre parent, ainsi que des 
besoins de l’enfant», esto es, cada uno de los progenitores contribuirá a la manutención y 
a la educación de los hijos en proporción a sus recursos, a los del otro progenitor y a las 
necesidades del hijo (traducción libre).
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los ascendientes y descendientes existe una obligación alimenticia de dere-
cho común, esta, que es recíproca, se limita a lo estrictamente necesario, a 
fin de poner en práctica la solidaridad familiar en virtud de la cual ningún 
miembro de la familia puede abandonar a otro que se encuentre en un 
estado de necesidad. Y existe también otra obligación, mucho más fuerte, 
que recae sobre los progenitores, de mantener y criar a sus hijos e hijas. 
Tal obligación se fundamenta en la constatación de que el hijo o hija du-
rante el periodo de su edad joven carece de los medios para solventar sus 
necesidades por sí mismo en el plano material y, por lo tanto, dispone de 
un crédito en contra de sus progenitores38.

Incluso más, este deber de manutención no solamente comprende la 
satisfacción de las necesidades materiales esenciales de los hijos e hijas, 
sino que también las necesidades de orden moral e intelectual, como los 
gastos de estudios y de formación intelectual, ya que tiene por finalidad 
proporcionar al hijo o hija una autonomía profesional que le permita 
mantenerse financieramente39.

Por su parte, Malaurie y Fulchiron precisan que existen diferencias 
entre la obligación alimenticia y el deber de manutención. La primera es 
que el deber de manutención es unilateral, es decir, no es recíproco, lo que 
quiere significar que solo recae sobre los progenitores respecto de sus hijos 
e hijas y no al revés, a diferencia de lo que ocurre con la obligación ali-
menticia. En segundo lugar, el deber de manutención corresponde a una 
carga natural que nace del hecho de la paternidad o maternidad y, por lo 
mismo, no depende ni de las necesidades del hijo o hija ni de los recursos 
de quienes lo crían. En tercer lugar, el deber de manutención se cumple 
en naturaleza por el ejercicio mismo de la vida familiar, mientras que la 
obligación alimenticia habitualmente se paga en dinero. Finalmente, el 
deber de manutención solo existe respecto de los descendientes en primer 
grado, a diferencia de lo que ocurre con la obligación alimenticia40.

En consecuencia, el deber de manutención tiene un objeto mayor que 
una simple obligación alimenticia, pues combina las necesidades de ma-
nutención y de educación41. Es por ello que Chénédé sostiene que, en el 
caso del deber de manutención, las necesidades de los hijos e hijas no se 
entienden limitadas al mínimo vital, como ocurre con la obligación ali-
menticia42. De ahí que este deber de manutención constituya, en realidad, 

38   Bénabent (2014), p. 476.
39   Chénédé (2022), p. 1362.
40   Malaurie y Fulchiron (2023), pp. 897-898.
41   Bénabent (2014), p. 476.
42   Chénédé (2022), p. 1362.
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simplemente una obligación alimenticia particular43, que se explica por 
la proximidad del vínculo que existe entre progenitor e hijo o hija y por 
la responsabilidad directa de los progenitores de la existencia de aquellos. 
Mas este fundamento explica el particularismo de este deber respecto de 
la teoría de la obligación alimenticia, aunque en numerosos aspectos la 
relación con el derecho común prevalece. Es así como, de conformidad al 
derecho común de la obligación alimenticia, el objeto del deber depende 
de las facultades de los progenitores deudores, de las necesidades de la hija 
o hijo acreedor, así como de su eventual fortuna personal. Por las mismas 
razones, el deber varía en función de estos criterios44.

Dicho deber de manutención también adopta la idea de proporcionali-
dad45. Como en materia alimenticia, la medida del deber de manutención 
está principalmente en función de los recursos de los respectivos progeni-
tores; la contribución parental es proporcional a los recursos de cada uno. 
Sin embargo, esta referencia a los recursos de los progenitores debe ser 
completada —como en materia alimenticia— por la consideración de sus 
propias necesidades, es decir, ellas se deben calcular tomando en cuenta 
aquello que los progenitores necesitan para vivir46.

Dado que este deber ha de ser satisfecho por ambos progenitores, ellos 
deben contribuir en proporción a sus respectivos recursos, pero, en lo que 
respecta al hijo o hija, cada uno es tenido como completamente respon-
sable, de manera que el que asume esta manutención puede ejercer sus 
recursos en contra del otro47.

43   De ahí que el artículo 371-2 inciso segundo del Código francés establezca que la 
contribución al deber de manutención toma la forma de una pensión alimenticia pagada, 
según el caso, por uno de los progenitores al otro, o a la persona a la cual se haya confiado 
al hijo o hija.

44   Terré y Fenouillet (2011), pp. 858-859.
45   Artículo 371-2 del Código: «Chacun des parents contribue à l’entretien et à l’éducation 

des enfants à proportion de ses ressources, de celles de l’autre parent, ainsi que des besoins de 
l’enfant. Cette obligation ne cesse de plein droit ni lorsque l’autorité parentale ou son exercice 
est retiré, ni lorsque l’enfant est majeur» (traducción libre: «Cada uno de los progenitores 
contribuye a la manutención y a la educación de los hijos en proporción a sus recursos, 
a los del otro progenitor y a las necesidades del hijo. Esta obligación no cesa de pleno 
derecho ni cuando se retira la autoridad parental o su ejercicio, ni cuando el hijo alcanza 
la mayoría de edad»).

46   Cornu (2006), p. 212.
47   Bénabent (2014), p. 476.
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3. Conclusiones respecto a la aplicación del criterio de proporcionalidad

Conforme señalamos en la introducción de este trabajo, el deber de crian-
za y la obligación alimenticia corresponden a dos modalidades de la mis-
ma obligación, pues, si bien atienden a la misma finalidad, su forma de 
cumplimiento difiere según la propia dinámica familiar, que varía depen-
diendo de si los progenitores viven juntos o separados. En consecuencia, 
como se trata de dos modalidades de la misma obligación, el criterio de 
proporcionalidad sería aplicable tanto al cumplimiento del deber de crian-
za como al cumplimiento de la obligación alimenticia.

Debido a lo expuesto, Pérez Martín plantea que la proporcionalidad 
que se aplica no es matemática, sino que jurídica, que se aproxima a la 
equidad y a la ponderación en función de las circunstancias del caso. Y 
si realmente se aplica la proporcionalidad matemática, ese índice de pro-
porcionalidad solo está en la mente del juzgador y no se exterioriza en la 
sentencia48.

De esta manera, el intento objetivador que se ha propuesto falla, toda 
vez que, como no se utiliza una proporcionalidad matemática, sino que 
una proporcionalidad jurídica, entendida como un principio de equidad, 
no es posible anticipar cuál será la cantidad que el tribunal fijará como 
pensión alimenticia y lo mismo ocurre si el juez llegara a utilizar una pro-
porcionalidad matemática, debido a que no la exterioriza en su sentencia. 
Luego, como el criterio de proporcionalidad no resuelve los problemas de 
discrecionalidad judicial ni de falta de certeza jurídica, se entiende que 
tales problemas subsisten, lo que ha llevado a diversas personas, institu-
ciones y organismos a crear una segunda solución objetivadora: las tablas 
de referencia o baremos.

IV. Segunda solución objetivadora: la creación  
de tablas de referencia o baremos

Como la determinación y distribución de los alimentos entre los descen-
dientes corresponde a un trabajo que el tribunal debe realizar caso a caso49, 
la ley no establece cuantías concretas ni porcentajes a pagar por uno u 
otro progenitor, sino solo criterios generales o conceptos jurídicos inde-
terminados. Ello, precisando la concreción en cada caso por parte del juez 
o jueza, según una razonable proporcionalidad entre las necesidades del 

48   Pérez Martín (2022), p. 254.
49   En el mismo sentido, Tena Piazuelo explica que «la extensión del concepto de ali-

mentos de un determinado alimentista debe determinarse en función de las circunstancias 
concurrentes en el caso concreto». Tena Piazuelo (2015), p. 125.
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alimentario y las reales posibilidades de los obligados a pagar alimentos, 
en una valoración del conjunto de las circunstancias, incluyendo entre 
ellas las demás obligaciones y cargas a pagar, como el propio sustento del 
alimentante. Eso justifica las amplias facultades de los tribunales en esta 
materia50.

Por lo anterior es que se han creado unas tablas de referencia o baremos 
que sirven de orientación en el cálculo de las pensiones, los cuales, par-
tiendo de ciertos datos, como el número de hijos y los ingresos de los pro-
genitores, determinan una pensión base sobre la que habrá de aplicar cier-
tos coeficientes correctores. Dentro de estas tablas es posible mencionar 
las de Düsseldorf, la fórmula de California o Canadá, las tablas publicadas 
por el magistrado Antonio Javier Pérez Martín51 y las Tablas Orientadoras 
para la Determinación de las Pensiones Alimenticias del Consejo General 
del Poder Judicial de España, cuya memoria se aprobó en el Pleno del 
Consejo con fecha 11 de julio de 201352.

1. Utilización de baremos en España

Las Tablas Orientadoras del Consejo General del Poder Judicial se han 
elaborado sobre la base de los datos facilitados por el Instituto Nacional de 
Estadísticas y obtenidos en la Encuesta de Presupuestos Familiares 2006-
2010, con aplicación de las escalas de equivalencia de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos. Son instrumentos que permi-
ten determinar el costo que supone mantener a uno o más hijos o hijas, en 
función del nivel de ingresos de los progenitores y del lugar de residencia 
de aquellos, debiéndose valorar, además de todo ello y entre otras muchas 
variables, el gasto de educación y la situación de la vivienda familiar53.

Si bien la utilización de estos baremos ha sido un avance en orden a au-
mentar la seguridad jurídica y los niveles de previsibilidad de la respuesta 
judicial, junto con facilitar acuerdos y soluciones autocompositivas, tam-
bién ha sido objeto de críticas. No solo porque toda tabla establece un 

50   Sánchez Alonso (2016), pp. 654-655.
51   Esta tabla distingue cuando hay solo un progenitor que recibe ingresos, en cuyo 

caso considera el total de los ingresos y, según el número de hijos, establece a cuánto 
debiera ascender el monto de las pensiones alimenticias; y cuando ambos progenitores 
perciben ingresos, en cuyo caso la tabla de doble entrada considera, en las columnas, los 
ingresos del progenitor no custodio y en las filas, los ingresos del progenitor custodio, de 
manera que el punto en que se encuentran determina el total de las pensiones alimenti-
cias. En este último caso, los valores deben multiplicarse por 1,45 si hay dos hijos, por 1,65 
si hay tres hijos y por 1,93 si hay cuatro hijos.

52   Sánchez Alonso (2016), p. 655.
53   Sánchez Alonso (2016), p. 656.
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baremo más o menos rígido en la fijación de la cantidad (aunque conten-
ga elementos de flexibilidad o cierto margen), sino que también porque 
constriñe la actuación judicial a parámetros que pueden, en cada caso 
concreto, operar o no; y, de otro lado, omite considerar otros elementos, 
teniendo en cuenta que la realidad económica, social y familiar es más 
rica, variada y cambiante de lo que pudiera prever un baremo, por elabo-
rado que pretenda ser y por mucha base científica, estadística o sociológica 
con que haya sido construido, especialmente cuando el baremo tiene su 
origen en culturas que, aun compartiendo valores sociales, económicos 
y políticos occidentales, operan en distintos grados a los del país donde 
serán aplicados. 

Al respecto, los baremos parten fundamentalmente de los ingresos de 
los progenitores, y en la fijación de los alimentos hay que atender a otras 
muchas variables, como los gastos a los que tengan que hacer frente los 
progenitores, la atribución del uso de la vivienda familiar a uno de ellos, 
etcétera54. De ahí que, como explica Tena Piazuelo, también se haya cri-
ticado que la utilización de tablas o baremos pueda llevar a renunciar a la 
posibilidad de lograr justicia en el caso concreto, esto es, no llegar a una 
solución equitativa55.

Dichas tablas no buscan establecer criterios para fijar la pensión de 
alimentos, sino solo servir como instrumentos de ayuda para evitar la 
disparidad de criterios al cuantificar tales pensiones56, es decir, tienen un 
carácter meramente orientador57. Cabe tener presente que estas tablas no 
son normas jurídicas y, por lo mismo, no son vinculantes para los jueces y 
juezas, sin perjuicio de las referencias que puedan aportar. En todo caso, 
corresponde a los tribunales concretar, en la resolución correspondiente, 
la cuantía de las pensiones y, en su determinación, rige el prudente arbi-
trio del juez o jueza; además, como no está sujeto al principio de rogación 
cuando se trata de hijos o hijas menores de edad, no se incurre en incon-
gruencia extra o ultra petitum si se fija una cantidad distinta a la intere-
sada por los progenitores. Su revisión solo puede tener lugar cuando se 
demuestre una infracción legal, una resolución ilógica, o que aparezca evi-
dentemente desproporcionada la suma establecida respecto de los medios 
económicos del alimentante y las necesidades reales de los alimentarios58.

54   Sánchez Alonso (2016), pp. 655-656.
55   Tena Piazuelo (2015), p. 157.
56   Sánchez Alonso (2016), p. 656.
57   Tena Piazuelo (2015), p. 158.
58   Sánchez Alonso (2016), p. 656.
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2. Utilización de baremos en Francia

Tal como ocurre en el sistema español, la ley francesa no establece una 
fórmula de cálculo que permita determinar con precisión el monto con el 
que deben contribuir ambos progenitores a la satisfacción de las necesida-
des de sus hijos e hijas, lo que también ha llevado al Ministerio de Justicia 
del país galo a establecer una tabla59 que sirva como baremo para fijar el 
monto de la pensión alimenticia, dando origen a la circular Civ/06/10 
del 12 de abril de 201060. Se trata de un baremo indicativo para facilitar 
la evaluación de las pensiones debidas por el padre o la madre a título de 
contribución a la manutención y educación de los hijos e hijas61, dado que 
no existe ningún texto legal que imponga a los jueces y juezas el deber de 
referirse a él62.

En la construcción de la tabla, las necesidades de la hija o hijo ali-
mentario (costo de manutención y de educación) se evalúan a partir del 
concepto económico de «costo del hijo» que corresponde al ingreso suple-
mentario del que debe disponer una familia con hijos o hijas para tener el 
mismo nivel de vida que una familia sin hijos ni hijas. Partiendo de este 
concepto, el Instituto Nacional de la Estadística y Estudios Económicos 
francés mide estadísticamente un costo promedio y lo expresa en un por-
centaje del ingreso del hogar. Este costo relativo, que puede ser calculado 
para todos los miembros de un mismo hogar, permite asignar a cada uno 
de ellos un peso en el presupuesto global del hogar, y el conjunto de estos 
costos relativos constituye una escala de equivalencia63.

Esta tabla se basa en una estimación del costo de manutención y de 
educación de un hijo o hija desde los cero a los dieciocho años de edad, 
que comparte el domicilio de uno de los progenitores, en proporción a 
los ingresos de ambos progenitores. La suma en la que cada uno de ellos 
debe contribuir a la manutención de la totalidad de sus hijos e hijas varía 
según el número de estos, el modo de residencia adoptado y la amplitud 
del derecho de visita y de residencia. Para los hijos e hijas mayores de edad, 
debe realizarse una apreciación in concreto64.

La escala estimada por el Instituto Nacional de la Estadística y Estu-
dios Económicos admite un aumento del costo relativo del hijo o hija a 
partir de los catorce años, pero, para simplificar la tabla de referencia, sus 

59   Ministère de la Justice (2024).
60   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), pp. 143-144.
61   Garrigue y Deschamps (2023), p. 683.
62   Chénédé (2022), p. 1382.
63   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 145.
64   Chénédé (2022), p. 1384.
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diseñadores suavizaron este aumento sobre el conjunto de la minoridad, 
lo que permite disponer de una sola tabla, cualquiera sea la edad del hijo 
o hija65.

La aplicación de esta escala permite, entonces, calcular un costo rela-
tivo del hijo o hija, según el número de hermanos. Por ejemplo, un hijo 
único cuesta el 18% de los ingresos del hogar, mientras que dos hijos cues-
tan el 31%, es decir, cada uno cuesta el 15,5%66. Para asegurar la igualdad 
de los hijos e hijas, el cálculo del costo relativo de estos se efectúa según el 
número total de hijos e hijas de un mismo deudor de pensiones alimen-
ticias, incluidos los de otro progenitor y, por tanto, no afectados por el 
procedimiento en curso67.

Luego, este costo se distribuye entre los dos progenitores en propor-
ción a sus respectivos ingresos (dejando fuera las prestaciones familiares, 
así como también las recomposiciones familiares), teniendo presente que 
uno contribuye en especies, mientras que el otro, que alberga al hijo o hija, 
contribuye en naturaleza. Sabiendo que el costo relativo del hijo o hija no 
varía según el nivel de ingreso de los progenitores, es suficiente con aplicar 
las tasas correspondientes a los ingresos netos del importe de la Renta So-
lidaria Activa del progenitor deudor para calcular su contribución a la ma-
nutención y educación del hijo o hija, de manera de poder asegurar que el 
deudor no sea puesto en una situación financiera insostenible. El monto 
obtenido es luego adaptado en función del tipo de residencia (derecho de 
visita clásico o reducido, o residencia alternada)68.

Esta tabla de referencia es bastante simple de usar, ya que tiene una 
página y necesita el suministro de tres piezas de información relativamente 
simples: los ingresos del progenitor deudor, el número total de hijos e hijas 
y el tipo de residencia de estos, incluidos en la contribución a la manuten-
ción y educación. Cabe tener presente que la estimación del costo relativo 
del hijo o hija integra los costos habituales de manutención y educación; 
luego, no es necesario hacer referencia a tal o cual costo para calcular el 
costo de manutención y educación del hijo o hija, a menos que este últi-
mo sea muy específico y esté vinculado explícitamente al hijo o hija. En tal 
caso, el juez o jueza podrá tenerlo en cuenta fuera del baremo69.

Con todo, el caso de Francia resulta particular, no solamente porque 
el baremo dado por el Ministerio de Justicia sigue el derrotero español, en 

65   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 145.
66   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 145.
67   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 145.
68   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 145.
69   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 145.
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orden a que no es, en sí mismo, una norma jurídica, razón por la cual no 
solo no siempre los jueces lo siguen70, sino que, por otro lado, la Corte de 
Casación ha prohibido a los jueces utilizarlo en la motivación de sus fallos 
para determinar el monto de la pensión alimenticia que un progenitor 
debe al otro71.

Se trata de una sentencia de la Corte de Casación del 23 de octubre de 
2013, que anula parcialmente una sentencia de la Corte de Apelaciones de 
Angers, que otorgó una pensión alimenticia de 140 euros, fundando su 
decisión en una tabla de referencia. La Corte de Casación sostuvo que la 
Corte de Apelaciones, a la cual correspondía fijar el monto de la pensión 
alimenticia en consideración a las solas facultades contributivas de los pro-
genitores del hijo y de las necesidades de este, ha violado, por falsa aplica-
ción, el texto del artículo 371-2 del Código72. De esta manera, la Corte de 
Casación aumentó la pensión a 180 euros, señalando que los jueces tienen 
la obligación de motivar sus sentencias considerando los recursos de los 
progenitores deudores y las necesidades del hijo o hija acreedor73.

En este sentido, Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois explican que la 
tabla de referencia ha sido concebida como una herramienta para ayudar 
a adoptar una decisión y, en ningún caso, como la proveedora de una 
solución adaptada a cada situación individual. Los utilizadores de la tabla 
deben poder aportar los elementos de apreciación suplementarios, especí-
ficos para cada caso74.

Para Garrigue y Deschamps, los jueces no pueden hacer una aplicación 
mecánica de la tabla ni se encuentran dispensados de pronunciarse en 
función de las circunstancias del caso, y deben motivar su decisión refi-
riéndose a los recursos respectivos de los progenitores y a las necesidades 
de los hijos e hijas75.

Por su parte, Hauser y Sana-Chaillé de Néré sostienen que este fallo de 
la Corte de Casación no conduce a prohibir toda utilización de la tabla de 

70   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 144.
71   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), pp. 939-940. Cabe tener presente que, en 

Bélgica, se ha adoptado una decisión diferente: como explica Mathieu, una sentencia de la 
Corte de Casación de este país, del 5 de diciembre de 2022, ha aclarado que la aplicación 
por el juez, de oficio, de un método de cálculo específico, precisando los costos ordinarios 
y extraordinarios de la pensión alimenticia, para resolver un litigio en el tema sin el acuer-
do de las partes y sin que dicho método de cálculo haya sido debatido en cuanto a tal, no 
se funda en el conocimiento personal y no menoscaba el principio general de respeto a los 
derechos de la defensa. Mathieu (2024), p. 501.

72   Francia, Código Civil.
73   Chénédé (2022), p. 1382.
74   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 153.
75   Garrigue y Deschamps (2023), p. 683.
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referencia, pero pone de manifiesto su naturaleza jurídica desde el punto 
de vista de las fuentes del derecho: se trata de un instrumento de soft law76. 
En esta línea, Malaurie y Fulchiron señalan que del fallo de la Corte de 
Casación francesa no se colige la prohibición de utilizar los baremos; los 
jueces y juezas pueden servirse de ellos como una herramienta que les 
ayude a tomar su decisión, pero deben motivar sus sentencias apoyándose 
solamente en los criterios previstos por la ley77.

Con todo, a juicio de Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois, la adopción 
de una tabla de referencia por parte de los operadores jurídicos le dará una 
autoridad incontestable, sin perjuicio de su carácter facultativo78: desde 
que sea expresamente introducida en el debate judicial, es posible advertir 
que fundará una motivación y aumentará el control de los jueces y juezas 
sobre el acuerdo de las partes79.

La difusión de estas tablas ha llevado a que sean las propias partes las 
que las hayan introducido en el debate judicial, y los jueces y juezas deben 
responder en ese mismo terreno. En el caso de que las partes no hayan 
introducido las tablas en el debate judicial, de todas formas pueden ser 
introducidas en este por el juez o jueza, ya que se trata de elementos de 
información ampliamente disponibles que permiten nutrir la reflexión. El 
juez o jueza deberá, entonces, respetar el contradictorio y permitir a las 
partes argumentar en torno a este punto80.

En esta línea, Hauser y Sana-Chaillé de Néré sostienen que, aunque 
los jueces y juezas dejen de basarse, al menos oficialmente, en las tablas de 
referencia, conservan su poder soberano de apreciación y pueden, en su 
razonamiento interior, apoyarse en este elemento81. De ahí que Chénédé 
plantee que siempre es posible que las partes fijen libremente el monto de 
su contribución sin tener en cuenta el baremo, pero el juez o jueza podrá, 
por el contrario, utilizar el baremo para apreciar la validez del acuerdo 
presentado por los progenitores, especialmente para verificar que uno de 
ellos no esté renunciando parcialmente a su contribución82.

El hecho de introducir la tabla en el debate judicial puede conducir 
al desarrollo de una argumentación ad hoc por las partes, desde que ellas 

76   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), p. 940.
77   Malaurie y Fulchiron (2023), p. 903.
78   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 144.
79   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 153.
80   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 154.
81   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), p. 940.
82   Chénédé (2022), p. 1382.
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conocen, con sus consejos, sus fundamentos jurídicos y económicos. Este 
debate puede favorecer un progreso cualitativo de los argumentos inter-
cambiados, conduciendo al desarrollo de una argumentación fundada 
sobre la base de las opciones jurídicas y económicas de la tabla, y descar-
tando la inquietud de los abogados y abogadas en torno a su aplicación 
mecánica: la lógica de la tabla, sus modalidades de construcción y los 
resultados que ella propone pueden ser objeto de un debate.

Por su parte, a la inversa, la toma en consideración de las cargas de la 
vida corriente en la construcción misma de la tabla de referencia, para el 
cálculo del costo del hijo o hija, permite que se les dispense de debatir so-
bre la existencia y la importancia de dichas cargas en esta instancia. Darle 
un lugar explícito a esta herramienta en el razonamiento judicial debiera, 
entonces, contribuir a mejorar la motivación de las decisiones, sin que ello 
implique incluir más la lista de cargas de la vida corriente, ya que esa lista 
enmascara el razonamiento de los jueces83.

En la misma línea, Hauser y Sana-Chaillé de Néré plantean que el 
uso de estas tablas facilita el trabajo del juez o jueza, dando una solución 
más previsible para los justiciables, lo que tiende a borrar las diferencias 
entre las divergencias de apreciación de los tribunales del fondo. Tam-
bién permiten, en cierta medida, prevenir los conflictos y, de esta manera, 
destrabar a los tribunales, ya que las partes pueden apoyarse en esta base 
objetiva y general para alcanzar una solución amistosa84, así como también 
prevenir las dificultades del pago de las pensiones alimenticias y reducir la 
utilización de los procedimientos de reembolso, junto con armonizar las 
prácticas y hacer previsibles las decisiones de la justicia85.

Esta es la razón por la cual, en Bélgica, la Ley del 19 de marzo de 201086, 
que busca promover una objetivación del cálculo de las contribuciones 
alimenticias de padres y madres en beneficio de sus hijos e hijas, no optó 
por imponer un método estadístico de determinación de la contribución 
alimenticia, ya que un baremo debe ser indicativo, es decir, constitutivo 
de una ayuda a la decisión por la utilización de referenciales que el juez 
o jueza puede adaptar en función de los casos sometidos a su decisión87.
Lo anterior no significa sostener que el juez o jueza abandone su poder 
de apreciación soberana y apoye su decisión en la tabla de referencia pro-

83   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 154.
84   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), p. 941.
85   Chénédé (2022), p. 1382.
86   Bélgica, Ley del 19 de marzo de 2010.
87   Gallus (2013), p. 109.
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puesta porque la estima adaptada al caso, solución que parece legalmente 
válida88.

Por otro lado, las partes pueden seguir utilizando estas tablas, ya sea 
en apoyo de sus pretensiones, o bien en el cuadro de sus negociaciones 
extrajudiciales89, de manera que la existencia de la tabla de referencia tam-
bién servirá como una herramienta de ayuda al juez o jueza que debe 
controlar las transacciones a que lleguen los progenitores y que sometan 
a su aprobación. Como se señaló, la existencia de una tabla de referencia 
que sea conocida por las personas en general hará que sea más fácil llegar 
a acuerdo, toda vez que sus pretensiones serán acordes con lo que señale 
esta tabla; pero, además, permitirá al juez o jueza controlar la validez de 
tales acuerdos y asegurar que preserven suficientemente el interés superior 
de los niños, las niñas y los adolescentes90. Pues uno que esté muy lejos de 
lo que señala la tabla, a no ser de que esté muy bien fundada la razón por 
la cual se llegó a ese acuerdo, puede hacer presumir al juez o jueza que la 
voluntad manifestada no ha sido completamente libre y espontánea, o que 
ha habido fraude, o que el progenitor alimentante se ha aprovechado del 
estado de vulnerabilidad del otro progenitor.

Con todo, Hauser y Sana-Chaillé de Néré sostienen que el uso de estas 
tablas producen efectos ambiguos, ya que tienden a transformar el poder 
de jurisdicción del juez o jueza en una simple máquina administrativa. En 
el cuadro particular de las pensiones alimenticias suscitan una crítica in-
cluso mayor, la cual es que su utilización conduce a descartar los criterios 
de evaluación establecidos por la ley, pues invitan a utilizar un porcentaje 
de los ingresos exclusivamente del progenitor alimentante; ellas descar-
tan tomar en cuenta las cargas reales del deudor (como otras pensiones 
alimenticias, endeudamiento, etcétera) y también las necesidades reales y 
variables del alimentario. A mayor abundamiento, su elaboración es, des-
de un comienzo, imperfecta, ya que se basan en postulados que pueden ser 
discutidos, según los cuales el costo de tomar a cargo a un hijo o hija es el 
mismo en los rangos de ingresos fijos y partiendo del principio de que el 
progenitor obligado a pagar la pensión no tendría otros costos que asumir, 
fuera de la pensión fijada91.

Por tales razones concluyen que la tabla de referencia establecida en 
la circular Civ/06/010, del 12 de abril de 2010, puede ser utilizada por los 
jueces y juezas para fijar el monto de la pensión alimenticia, pero no puede 

88   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), pp. 154-155.
89   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), p. 940.
90   Sayn, Jeandidier y Bourreau-Dubois (2012), p. 155.
91   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), p. 941.



Opazo González, M. y Otárola Espinoza, Y.
¿Es posible objetivar la determinación y la distribución de los alimentos entre los descendientes? 

392

aparecer en sus motivaciones y no debe impedir una evaluación concreta 
y global de cada caso92.

3. Conclusiones en relación con el uso de los baremos

En Chile no existen baremos que permitan objetivar la determinación de 
la distribución de la obligación alimenticia entre los descendientes. Lo an-
terior no significa que deban desecharse sino que, por el contrario, deben 
construirse. Ello se traduce en que, tomando en consideración la infor-
mación que se pueda obtener respecto del costo de vida en las distintas 
macrozonas en que se puede dividir nuestro país, los recursos económicos 
con que cuentan los alimentantes y las necesidades de los alimentarios, es 
posible establecer una tabla de referencia que sirva como criterio orienta-
dor en la determinación y distribución de los alimentos debidos a hijos e 
hijas.

Tal como se ha planteado en el derecho extranjero, dichos baremos no 
pueden ser vinculantes para el juez, no solo porque no se establecen en vir-
tud de una ley, sino que, además, porque cada caso concreto puede tener 
particularidades que lleven a que el juez pueda fijar una suma distinta de 
la que indica la tabla de referencia. Lo anterior no le quita importancia al 
uso de estos baremos, pues, de todas maneras, sirven como referencia para 
que la determinación no sea antojadiza, sino que se funde en parámetros 
objetivos. De la misma manera, en caso de que el tribunal fije una suma 
distinta de la que establece la tabla, tendrá la carga de justificar su decisión 
con mayor profundidad, esto es, explicar las razones que lo han motivado 
a señalar una suma que difiere de aquella que arroja el baremo.

V. Conclusiones

A partir de lo analizado, pensamos que en Chile es posible aplicar solucio-
nes objetivadoras para determinar y distribuir los alimentos entre los des-
cendientes, y ello puede lograrse mediante dos vías: el desarrollo del crite-
rio de proporcionalidad y la utilización de baremos o tablas de referencia.

En relación con el criterio de proporcionalidad, lo interesante de esta 
forma de objetivación radica en que ya está consagrada en la legislación 
nacional, por lo que solo faltaría desarrollarla, por parte de la doctrina 
y de la jurisprudencia, como elemento objetivador. Para ello se debiera 
trabajar con la noción de proporcionalidad matemática y no con la de 
proporcionalidad jurídica, pues aquella sí tiene un carácter objetivo del 

92   Hauser y Sana-Chaillé de Néré (2018), p. 942.
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cual carece la segunda. De esta manera, sería posible anticipar los posibles 
resultados judiciales, lo que traería no solamente certeza jurídica, sino que 
también la posibilidad de que los particulares pudiesen alcanzar acuerdos 
sin necesidad de recurrir al órgano jurisdiccional, lo cual permitiría aliviar 
la carga de trabajo de los tribunales de familia.

La otra solución objetivadora sería construir una tabla de referencia que 
estableciera baremos en la determinación y distribución de los alimentos 
entre los descendientes. Para estos efectos, sería indispensable construir 
la tabla de referencia con la ayuda de personas que manejen la ciencia de 
la estadística, de manera que reflejara la situación habitual de gastos que 
ordinariamente tiene un hijo o hija, con lo cual sería posible fijar la con-
tribución que debe hacer cada uno de los progenitores, dependiendo de 
los ingresos de estos últimos.

Dichas tablas de referencia no constituyen normas jurídicas, sino que 
tienen un carácter orientador, es decir, son meras recomendaciones que se 
hacen al juez o jueza o, como también se ha sostenido, tienen el valor de 
instrumentos de soft law, al ser construidas utilizando datos estadísticos y 
colocándose en la situación normal en la que se encuentra un hijo o hija 
alimentaria. Si el juez o jueza fija como pensión el baremo que indica 
la tabla de referencia o una suma muy cercana, la fundamentación de 
su sentencia no necesita ser muy extensa, debido, precisamente, a que la 
justificación de esa suma ya ha sido hecha en la construcción de la tabla 
de referencia.

Con todo, debe considerarse que estas tablas de referencia se constru-
yen teniendo presente cuál es, estadísticamente, la situación normal de 
un hijo o hija que es alimentaria, es decir, refleja cuáles son los gastos que 
comúnmente tiene una hija o hijo alimentario, pero no refleja los gastos 
que puede llegar a tener un hijo o hija con necesidades especiales93, por 
ejemplo, que padece de una enfermedad crónica o alguna discapacidad 
que requiera de terapias, medicamentos permanentes o una alimentación 
especial. Por lo tanto, cuando el juez o jueza se enfrenta a una situación 
excepcional como la descrita, el baremo que arroja la tabla de referencia 
resulta ser insuficiente, de manera que deberá ser adecuado, considerando 
esas necesidades especiales a la hora de fijar la pensión alimenticia.

93   Entendemos que estos gastos no pueden ser considerados como extraordinarios, en 
los términos del artículo 11 de la Ley 14908, toda vez que son perfectamente previsibles si 
el alimentario ya tenía esa necesidad al momento de celebrarse la correspondiente transac-
ción. A mayor abundamiento, y como lo ha sostenido alguna doctrina española, se trata 
de gastos esporádicos y no de gastos habituales. Fernández-Gil Viega (2012), p. 1391; De 
Verda y Beamonte y Bueno Biot (2022), p. 263.
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En consecuencia, si el juez o jueza aplica la tabla de referencia, obtiene 
un baremo y considera que la pensión, en el caso concreto, debe ajustarse 
debido a que nos encontramos frente a una situación excepcional, toda 
vez que el alimentario o alimentaria tiene alguna necesidad especial, la 
fundamentación de su sentencia debiera ser mayor, procediendo a explicar 
las razones por las cuales, en el referido caso, no aplica el baremo, sino que 
una suma diferente.

Ahora bien, es posible combinar ambas soluciones objetivadoras. Por 
una parte, el uso del criterio de proporcionalidad servirá como un insumo 
para la construcción de la tabla de referencia, ya que esta deberá conside-
rar las facultades económicas de ambos progenitores para los efectos de 
precisar la contribución que corresponde a cada uno de ellos y, por otra, 
puede servir como elemento corrector de la suma que arroje el baremo. 
Pues, como se ha señalado, la tabla de referencia refleja cuál es la situación 
normal, aunque dado que cada caso concreto puede presentar particulari-
dades, se torna necesario considerar aquellos aspectos que no han podido 
ser tomados en cuenta en la construcción de una tabla de referencia que, 
por su propia naturaleza, apunta a resolver la mayor cantidad de casos 
posibles, cuestiones que debe tomar en consideración el juzgador a la hora 
de fijar el monto concreto de la pensión, integrando, en este proceso, el 
criterio de proporcionalidad.

Implementando estas soluciones objetivadoras, será posible resolver 
en gran parte los problemas denunciados al comienzo de este trabajo: la 
falta de certeza jurídica producida por la gran discrecionalidad judicial, la 
búsqueda de soluciones colaborativas y, consecuentemente, la descarga de 
trabajo de los tribunales de familia, que se traducirá en una más eficiente 
utilización de los recursos.
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